
Sentencia 26433/95

CASO TORRI CONTRA ITALIA

 Artículo 6.1 (Derecho a un proceso equitativo) Sentencia de 1 de julio de 1997

 Mediante sentencia dictada en Estrasburgo el 1 de julio de 1997 en el caso Torri contra Italia, 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos estableció, por unanimidad, que ha habido 
violación del artículo 6.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos . Concede asimismo al 
demandante ciertas cantidades en concepto de perjuicio moral y por gastos y costas.

 La sentencia fue leída en audiencia pública por el señor Rolv Ryssdal, Presidente del Tribunal.

 1. HECHOS

 Tras el fallecimiento de su hijo, en 1978, como consecuencia de un accidente de circulación el 
9 de julio de 1979, el señor Torri se constituyó en parte civil ante el Tribunal de Roma en el 
procedimiento penal abierto contra el responsable del accidente.

 El 17 de noviembre de 1982, el Tribunal condenó al acusado a cuatro meses de prisión y a 
pagar los daños causados al interesado y precisó que la cuestión relativa al quantum sería 
objeto de un nuevo procedimiento. El Tribunal de apelación de Roma confirmó la sentencia y 
el Tribunal de casación rechazó el recurso interpuesto por el condenado.

 El 29 de marzo de 1991 el señor Torri emprendió un procedimiento contra el condenado y su 
compañía aseguradora ante el Tribunal civil de Roma para obtener una indemnización por los 
daños materiales y morales sufridos.

 Tres vistas se desarrollaron entre los días 29 de mayo de 1991 y el 3 de marzo de 1993, día 
en que se depositaron unas conclusiones. La vista para la presentación de alegaciones fue 
fijada al 11 de enero de 1995. Mediante fallo depositado ante el secretario judicial el 3 de junio 
de 1995, el Tribunal estimó la pretensión del demandante. La compañía de seguros interpuso 
un recurso ante el Tribunal de apelación de Roma y el 7 de julio de 1996 el asunto fue aplazado 
al mes de junio de 1997.

 2. PROCEDIMIENTO ANTE LA COMISIÓN EUROPEA DE DERECHOS HUMANOS

 Presentada la demanda el 8 de septiembre de 1993, la Comisión la admitió a trámite el 24 de 
octubre de 1995. Tras haber intentado en vano alcanzar un acuerdo amistoso, presentó un 
informe, el 23 de enero de 1996, estableciendo los hechos y formulando, por unanimidad, que 
había habido violación del artículo 6.1.

 3. RESUMEN DE LA SENTENCIA

 I. Artículo 6.1 del Convenio

 1. Excepción preliminar del Gobierno («presentación fuera de plazo» de la demanda)



 El Tribunal recordó, en primer lugar, que si el Derecho interno de un Estado preveía un 
procedimiento de dos fases -una en que la jurisdicción resolviera sobre la existencia de un 
derecho a indemnización por daños y perjuicios y luego otra que fijase la cuantía- era 
razonable considerar que a los fines del artículo 6.1 del Convenio el derecho de carácter civil no 
se encontraba «determinado» hasta que tal cuantía fuese fijada. Determinar un derecho 
significaba pronunciarse no solamente sobre su existencia, sino también sobre su extensión o 
sus modalidades de ejercicio, en lo que está incluido, evidentemente, el cálculo de los daños y 
perjuicios.

 En el presente caso, en el fallo de 17 de noviembre de 1982 el Tribunal de Roma había 
condenado al acusado toda vez que había establecido que la cuestión relativa a la cantidad de 
daños y perjuicios debidos al señor Torri debía ser objeto de un nuevo procedimiento, con lo 
que obligaba a éste a iniciar una demanda civil con esta finalidad.

 Ante la decisión del Tribunal de Roma de 3 de marzo de 1993, fijando la vista de alegaciones 
al 11 de enero de 1995 -más de un año y diez meses después de la presentación de las 
conclusiones-, el señor Torri había presentado ante la Comisión una demanda el 8 de 
septiembre de 1993.

 El Tribunal estimó que el procedimiento de dañosintereses estaba estrechamente vinculado al 
proceso penal en el que el interesado se había constituido en parte civil. Subrayó que en el 
momento de adoptar la presente sentencia no había recibido ninguna información relativa a la 
adopción de la decisión interna definitiva, en el sentido de lo dispuesto en el artículo 26 in fine 
del Convenio.

 Por tanto, hay lugar para rechazar la excepción.

 2. Fundamentación de la demanda

 El Tribunal observa que el período a tener en cuenta comenzó el 9 de julio de 1979, fecha de 
la personación del señor Torri como parte en el procedimiento civil y todavía no había 
finalizado en el momento de dictarse la presente sentencia, al estar pendiente una apelación. 
El Tribunal notó de entrada que el proceso penal se extendió sobre algo más de siete años y 
dos meses. Luego transcurrieron cuatro años y seis meses antes del inicio del procedimiento 
civil, sin olvidar el hecho de que el abogado del señor Torri, como se establece en las pruebas 
presentadas por el Gobierno en la vista de 19 de febrero de 1997, había recibido la notificación 
de la presentación de un recurso en casación (19 de noviembre de 1985), así como la fecha de 
la vista de presentación de alegaciones (el 13 de febrero de 1986).

 En cuanto al procedimiento civil, que se inició el 29 de marzo de 1991, hubo que esperar 
cuatro años antes del depósito de la decisión del Tribunal de Roma (3 de junio de 1995). 
Además, el 7 de julio de 1996 el Tribunal de apelación aplazó el asunto al mes de junio de 
1997.

 Según el Tribunal, estos dos últimos retrasos son demasiado largos y superaban ellos solos el 
«plazo razonable» previsto en el artículo 6 del Convenio, sin que hiciese falta examinar la 
duración del procedimiento penal y la cuestión del comportamiento del interesado, tanto más 
cuanto el asunto no presentaba ninguna complejidad particular.

 Por tanto, ha habido violación de dicha disposición.

 Tribunal Europeo de Derechos Humanos



 II. Artículo 50 del Convenio

 Perjuicio, gastos y costas: el Tribunal considera que no se ha probado suficientemente el 
perjuicio material alegado. En el resto de las demandas, resolviendo en equidad y teniendo en 
cuenta las pruebas que obran en su poder y su jurisprudencia en la materia, el Tribunal decidió 
conceder al señor Torri 15.000.000 de liras italianas en concepto de daño moral y 10.000.000 
de liras por costas y gastos.


